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Resuelve la Sala  el recurso de apelación interpuesto y sustentado por el sentenciado CARLOS ARTURO ARANGO ISAZA, contra la sentencia anticipada proferida por el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Pereira, el día veintinueve (29) de abril de 2008. 

1.- ANTECEDENTES 

1.1.- Con ocasión de la información suministrada por personal de la Policía Nacional, Dirección de Antinarcóticos, desde el mes de julio de 2004 se tuvo noticia de una organización delincuencial con sede en Pereira y comprometida en el envío de varios cargamentos de heroína con destino a los Estados Unidos y a Europa. La misma, se consolidó a partir de las interceptaciones telefónicas ordenadas por la Fiscalía a través de la Unidad Nacional de Fiscalía Antinarcóticos e Interdicción Marítima.
Expedidas varias órdenes de captura contra los implicados, las cuales se hicieron efectivas, la gran mayoría de los vinculados se decidieron a terminar sus procesos acogiéndose a la sentencia anticipada, entre ellos, tenemos a: JOSÉ ANTONIO RUÍZ ALDANA, JAVIER DE JESÚS LEMA SALAZAR, JHON JAIRO VALENCIA SALARIABA, ALBEIRO DE JESÚS LÓPEZ AGUDELO, LUIS ENRIQUE ALBÁN CABALLERO, ABELARDO ANTONIO ÁNGEL RESTREPO, FRANCISCO JOSÉ AVENDAÑO ROMERO y SERGIO MAURICIO ROLDÁN RESTREPO, quienes fueron condenados por el juzgado de primer grado mediante sentencia del treinta (30) de agosto de 2007. De igual forma, fueron procesados LUZ MILA RAMÍREZ RODAS, ÓSCAR NARANJO y JHON FREDY ÁLVAREZ RESTREPO, en contra de los cuales se profirió sentencia de condena el día quince (15) de noviembre de ese mismo año.

A la misma investigación fue vinculado el señor CARLOS ARTURO ARANGO ISAZA, a quien se le acusó como presunto autor de la conducta punible de concierto para delinquir.
1.2.- En su indagatoria, el señor ARANGO ISAZA reconoció que las conversaciones que se le pusieron de presente eran suyas, empero, aseguró que simulaba estar traficando con droga para estafar a sus interlocutores. Luego de ello, se le impuso medida de aseguramiento de detención preventiva en proveído del dos (02) de febrero de 2007 y el siguiente quince (15) de agosto se cerró la investigación. No obstante, el día veintiséis (26) de septiembre de 2007, cuando ya se encontraba ejecutoriada la resolución por medio de la cual se cerró la investigación, el procesado aceptó los cargos por el delito de concierto para delinquir; a pesar de ello, la Fiscalía 25 de la Unidad Nacional Antinarcóticos, Lavado de Activos e Interdicción Marítima, profirió resolución de acusación en su contra por la conducta punible de concierto para delinquir en asuntos de narcotráfico.    

1.3.- Recibido el expediente en el juzgado de conocimiento y mientras se daba el traslado del artículo 400 del C.P.P. del año 2000, el señor ARANGO ISAZA allegó memorial en el cual pedía como petición principal la nulidad del proceso a partir del momento en que había pedido la sentencia anticipada y como subsidiaria en caso de no aceptarse su pedimento, que de todas formas se celebrara la audiencia para acogerse a los cargos con el fin de proferir la correspondiente sentencia anticipada.
1.4.- En relación con esa petición, el señor juez advirtió que en efecto, mientras el expediente se encontraba en la Fiscalía, se recibió memorial en el cual el investigado debidamente coadyuvado por su abogado defensor manifestó que se acogía a la terminación antelada del proceso. Luego de expresar su extrañeza en relación con la posición asumida por el ente acusador, dispuso sin más preámbulos que el proceso entrara a despacho para proferir la sentencia condenatoria en consonancia con la actitud procesal del encartado. 
2.- FALLO
 

El juez cognoscente, se ocupó en primer lugar de analizar la procedencia de la sentencia anticipada en el presente asunto, en vista del momento en que se presentó la manifestación de aceptación que hizo el procesado. Destacó entonces cómo el artículo 40 de la Ley 600 de 2000 permitía el acogimiento a los cargos luego de la indagatoria pero antes de la ejecutoria de la resolución por medio de la cual se cierra la investigación; no obstante, de cara al nuevo modelo procesal introducido por la Ley 906 de 2004, puede accederse a la terminación anticipada desde la formulación de la imputación hasta la iniciación del juicio oral, sin solución de continuidad. En ese entendido, dio aplicación al principio de favorabilidad y estimó que el sindicado podía hacer la solicitud de sentencia anticipada con fundamento en la Ley 600 de 2000 en cualquier momento luego de ser escuchado en indagatoria.
Consideró que si el encartado solicitó la sentencia anticipada antes de la resolución de acusación, lo que debió hacer el Fiscal fue realizar la diligencia de formulación de cargos y enviar el expediente al juzgado competente, dado que si bien era cierto tenía respaldo en el artículo 40 de la Ley 600 de 2000 para no hacerla, los dispositivos 351 y 352 del nuevo Código de Procedimiento Penal sí se lo permitían. De contera, adujo que no era necesario que a la hora de ahora se realizara la mencionada diligencia, pues bastaba la manifestación escrita de aceptación de los cargos, para proceder en la dirección pedida.
En lo que hace con la responsabilidad penal de ARANGO ISAZA, se ocupó el fallador de hacer una concatenación de las diferentes transcripciones de las llamadas en las que intervenía, acotando que los interlocutores no ejercían ninguna actividad de orden comercial ni financiero que pudiera explicar dentro de parámetros lógicos y razonables las distintas conversaciones; solamente si se encuadran como objeto de negociación sustancias estupefacientes, los diálogos adquieren sentido y razonable explicación.
A lo anterior, sumó la aceptación de cargos hecha por el acusado, la cual equivalía a una verdadera confesión con toda su capacidad demostrativa, la que por demás encajaba con las demás piezas del proceso.
En cuanto a la estructuración de la conducta punible de concierto para delinquir con fines de narcotráfico, apoyado en jurisprudencia de la Corte Constitucional sostuvo que las conversaciones obtenidas permitían columbrar el sustento fáctico de cada uno de los elementos integrantes del delito, es decir, el acuerdo de voluntades para cometer ilicitudes, lo que se desprendía de la vocación de todos y cada uno de los encartados hacia la realización de punibles de tráfico de estupefacientes; la permanencia de la asociación, evidenciada a partir de las innumerables negociaciones que se extendieron entre los años 2004 y 2006, sin que hubiera intención alguna de poner fin a la actividad; y además, la indeterminación de los delitos a cometer como quiera que los mismos se iban realizando a medida que la ocasión se presentaba.
Dedujo entonces, que al haberse cometido sin que se avizorara causal de justificación alguna, con la conducta contemplada en el artículo 340 del Código Penal se puso en serio peligro la seguridad y la salud públicas, por cuanto este tipo de asociaciones y en particular las destinadas al tráfico de drogas, comportaban una serie de peligros indeterminados como consecuencia de las retaliaciones, ajustes de cuentas y cobros extrajudiciales, sin dejar de mencionar el daño moral que el alcaloide produce para los consumidores. 

En relación con la dosificación punitiva, tuvo en cuenta que la pena consagrada en el inciso 2º del citado dispositivo 340, contemplaba una pena de 6 a 12 años de prisión y multa de 2.000 a 20.000 salarios mínimos legales mensuales vigentes. Calculados los cuartos pertinentes, ante la no formulación en la acusación de circunstancias de mayor punibilidad, se ubicó en el mínimo de ellos -comprendido entre 72 y 90 meses de prisión y multa de 2.000 a 6.500 s.m.l.m.v-. Al tener en cuenta que se trataba de un concierto de magnitud internacional, con exportación de droga a Venezuela, España, Estados Unidos y países centroamericanos, e integrado por una gran cantidad de personas, fijó la sanción en el extremo superior de ese cuarto, es decir, en 90 meses y multa de 6.500 s.m.l.m.
A continuación, con el correspondiente parangón entre las normas de la Ley 600 de 2000 y las de la Ley 906 de 2004, concluyó que el descuento punitivo al que se hacía acreedor quien aceptaba los cargos antes de la Resolución de Acusación contemplada en la legislación anterior, sería de hasta un 50%. Como para el caso concreto, la solicitud de sentencia anticipada, la que estimó equivalente a la aceptación de cargos, ocurrió tiempo después de la indagatoria, concedió una rebaja del 40%, de tal manera que la pena definitiva la tasó en 54 meses de prisión y multa por 3.900 s.m.l.m., monto punitivo que hacía imposible la concesión de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, por ser ésta superior a los 3 años. En lo que hace con la sanción accesoria, impuso inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo lapso de la pena aflictiva de la libertad.
Por último, se ocupó de la solicitud de prisión domiciliaria por tratarse de una persona de avanzada edad, encontrarse arrepentido y desear resarcir el daño causado, para ello adujo que no era posible conceder la prisión domiciliaria del artículo 38 del Código Penal por cuanto la pena prevista para el delito tenía un mínimo superior a los 5 años de prisión. En lo que hace con el dispositivo 1º de la Ley 750, la figura se permitía para quienes fueran cabeza de hogar, siempre y cuando no se pusiera en peligro a la comunidad, requisito que no se cumplía en el caso del señor ARANGO ISAZA, quien realizó un buen número de operaciones de narcotráfico vía telefónica, de carácter internacional y, por tanto, no era posible afirmar que su encarcelamiento domiciliario “no pondría en peligro a la sociedad”. De otra parte, adujo que la conducta cometida es gravísima, al punto de ser de aquellas que con mayor profundidad resquebraja los bienes jurídicos en juego, como son la seguridad y la salubridad públicas, no solo a nivel nacional sino trasnacional, razón por la que tampoco se podía conceder el beneficio. 
También fue fundamento de su decisión adversa al sustituto, lo concerniente con los fines de la pena, dado que ante delitos de tanta magnitud, la prevención general positiva no se cumpliría si se procediera con laxitud, de tal manera que sería elemento que desestimularía a quienes tratan de obtener riqueza lícita con trabajo y esfuerzo.
3.- RECURSO 

El disenso del sentenciado se refiere básicamente a los siguientes aspectos: 
(i) No haberse valorado el artículo 461 de la Ley 906 de 2004 para aplicarlo por favorabilidad a su caso, en conjunción con el dispositivo 314 de la misma codificación, mismo que por demás aparece regulado de manera análoga en el artículo 471 de la Ley 600 de 2000. Para ello solicita que se valore que para el momento de interposición del recurso cumplía 16 meses de detención física y 4 meses de descuento por estudio, lo que indica que está cumpliendo con una de las funciones de la pena, cual es la resocialización, y no es necesario que se le mantenga retenido para efectos de una prevención general, porque nunca ha pensado o pensó hacerle mal a nadie, aunque admite que se vio envuelto en una ilicitud de naturaleza grave pero sin que fuera su intención, probablemente por no medir las consecuencias incursionó en tan lamentable falta. Por demás, el tiempo de encierro le ha permitido razonar sobre lo hecho y en consecuencia pide otra oportunidad para estar al lado de su familia y retornar al camino correcto, con mayor razón cuando en aproximadamente 10 meses estará cumpliendo requisitos para acceder a la libertad condicional.

(ii) Haberse extralimitado el fallador en la apreciación de la naturaleza del delito, lo que dio lugar a elegir como pena el máximo del cuarto mínimo. En ese sentido, afirma que el fallador de primer grado no dio cumplimiento a lo preceptuado en el artículo 59 del Código Penal al no motivar en debida forma la razón por la cual era merecedor de esa pena de 90 meses y solamente se hizo mención de tratarse de un concierto de magnitud internacional con exportación de droga a varios países e integrado por una gran cantidad de personas. A renglón seguido sostiene que aunque es consciente de ser el delito en el que se vio involucrado, grave, no se considera parte de la organización por cuanto su participación fue circunstancial y ocasional, pues no conoce ni conoció a alguna persona que dirigiera o manejara la organización criminal dedicada al tráfico de estupefacientes, cuestión que no se logró demostrar. Agrega que el hecho de haber aceptado la responsabilidad, no implica que realmente tuviera conocimiento que estuviera participando en una red delincuencial, para lo cual itera que “se vio envuelto en esa situación por querer ganarse un dinero fácil, pero su intención no era ocasionar daño”. 
4.- Para resolver, SE CONSIDERA  

4.1.- Legitimación para recurrir 

La Sala advierte que en los términos del artículo 40 del Código de Procedimiento Penal (ley 600 de 2000), existe interés para recurrir por parte del sentenciado, dado que la censura que hace se refiere a tópicos autorizados en el artículo 40 de la codificación procedimental penal, tales como la negación de la sustitución de la  pena y la dosimetría penal aplicada a su caso. 
4.2.- El debate
4.2.1.- La negación de la sustitución de la pena
Debe recordar el Tribunal, que la proposición normativa integrada por los artículos 461 y 314 de la Ley 906 de 2004, posibilita en el específico caso de los sentenciados, que el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad sustituya la pena privativa de la libertad para que se descuente de manera domiciliaria o en una institución de salud, cuando se dan eventos allí relacionados: que se trate de persona que ha superado la edad de 65 años y por sus condiciones no pueda seguir descontando su pena de manera intramural; los padres o madres cabeza de familia o de la mujer durante su embarazo y 6 meses después del alumbramiento.
En el caso del señor ARANGO ISAZA, se advierte que el juzgado de conocimiento tuvo buen cuidado de verificar cuáles eran las condiciones de su grupo familiar, por medio de la visita social familiar practicada por la Trabajadora Social adscrita a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, la que obra a partir del fl. 62 del cuaderno número 12, y de esa información que reposa en el expediente y del resultado de la entrevista, no se extrae por parte alguna que el sentenciado se encuentre en alguna de las hipótesis a las que hemos hecho alusión; en consecuencia, no era posible que en este caso se hiciera análisis alguno en torno a la procedencia de la figura.
De manera adicional, cabe anotar que al margen de no evidenciarse el cumplimiento de alguno de los requisitos a los que hemos hecho referencia, dado que según lo reporta el resultado de la visita social practicada, el sentenciado cuenta hasta ahora con 56 años de edad, no padece alguna enfermedad grave y por demás, si bien es cierto tiene una hija menor -15 años-, ésta se encuentra bajo el cuidado de la madre, es decir, no se halla en situación de desprotección por razón del encarcelamiento del padre, con lo cual no existía razón de ser de un pronunciamiento a ese respecto por parte del señor iudex a quo. 

Cabe recordar en ese sentido que la jurisprudencia de la H. Corte Suprema de Justicia si bien en un principio sostuvo que este tipo de sustituciones escapaban a la órbita de competencia del juez de conocimiento y debían ser planteadas al juez que vigila la ejecución de la pena impuesta, tal como se dejó consignado en el siguiente extracto:

“[…] esa manifestación de que se trata el procesado, o mejor, goza este de la condición jurídica de padre cabeza de familia, en cuya consecuencia le es posible acceder al mecanismo sustitutivo de cumplir la pena en su residencia, se muestra extemporánea por anticipación, dado que para ese tipo de postulaciones, como lo anotó la Corte en Sentencia que se referencia atrás, es necesario que se halle ejecutoriada la sentencia –asunto que, huelga anotar, no puede presentarse cuando apenas se allegan argumentos para su emisión-. 

Y de esa misma manera, el funcionario competente para decidir lo solicitado, no lo es aquel que funge como Juez de conocimiento, sino el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, tal cual expresamente lo establece el artículo 461 ya citado”.

En la actualidad nuestro máximo órgano de cierre, ha mudado su visión del asunto y ha establecido que la medida sustitutiva puede ser concedida en las instancias, muy seguramente en busca de proteger de manera inmediata los intereses superiores de los sujetos destinatarios de tales figuras, que por sus condiciones particulares tienen derecho a que se defina provisionalmente su situación, al menos hasta que se produzca una decisión de fondo por parte del juez que vigila el cumplimiento de la pena, dentro de las hipótesis allí contempladas, a saber: el nasciturius, los menores en estado de desprotección y la integridad personal del mismo sentenciado que se vea afectado por una enfermedad grave incompatible con la reclusión formal o por razón de su avanzada edad. Pero además, en aras de evitar una prolongación innecesaria de la restricción sobre la libertad de quien se considera tiene derecho a purgar su pena por fuera de los rigores del ámbito intramural. 
Esta última tesis, se aprecia en reciente determinación de la Corte acerca del específico tema de la madre cabeza de familia, cuando se razonó de la siguiente manera:
“Ha de advertirse que al beneficio de la prisión domiciliaria, bien desde la óptica del artículo 38 del C.P., ora desde la perspectiva de la Ley 750, podía formalmente aspirar YIDIS MEDINA, en la medida en que satisfaciendo los requisitos pertinentes, desde luego, ambos dispositivos legales tenían vigencia al momento de la comisión del delito. En el caso concreto, descartada fue la concesión del beneficio por la vía de la Ley 599 de 2000.

Ahora bien, a la luz de la Ley 750 una tal aspiración podría verse eventualmente frustrada de cara al no cumplimiento del requisito subjetivo, esto es, cuando se tratara de analizar que el encierro domiciliario podría evitar que se pusiera en peligro a la comunidad, originada una tal conclusión luego de sortear el examen del desempeño personal, social, familiar y laboral de la procesada.

Pero aún así, y en la mira de escudriñar la posibilidad de la sustitución, surge potencialmente viable la nueva normatividad procesal regulada por la Ley 906 de 2004, en cuyo artículo 314 se describe la internación domiciliaria, y aunque si bien es cierto lo hace el legislador como sustitución de la detención preventiva (cfr num. 5 idem), esto es, de la medida de aseguramiento, también lo es que a la sustitución de la ejecución de la pena puede arribarse por ese mismo sendero, tal como lo autoriza el artículo 461 de la reseñada Ley 906. En síntesis, el encerramiento domiciliario bajo la novedosa legislación opera como forma de sustitución tanto de la detención preventiva como de la pena de prisión.

Ahora, las exigencias que demanda la Ley 906 en punto al instituto jurídico bajo examen son significativamente reducidas y abiertamente ventajosas, como que basta demostrar la calidad de cabeza de familia respecto de hijo menor o que sufra incapacidad permanente, y además, que ese menor (a quien la ley pretende proteger) haya estado bajo su cuidado. Como se ve, la aplicación del sustituto hoy en día no está limitada -por lo menos desde la visión de esa norma y para la época en que se cometió la infracción- por la naturaleza del delito, así como tampoco supeditada a la carencia de antecedentes penales y mucho menos a la valoración de componente subjetivo alguno, dada la simplicidad que ofrece la construcción legislativa del dispositivo.

No hay duda, pues, que los nuevos instrumentos procesales son (como se dijo) muchísimo más ventajosos que los anteriores, resultando por ello aplicables en virtud del principio de favorabilidad, pues nadie discute -de una parte- el carácter sustancial del  instituto y -de otra- la sucesión de leyes en el tiempo acompañada de la simultaneidad de sistemas, completando y configurando así el trío de elementos necesarios para que jurisprudencial, constitucional y legalmente pueda abrirse paso la aplicación de aquella garantía fundamental. Así, respecto de YIDIS MEDINA es posible pregonar su condición de madre cabeza de familia de dos hijos, xxxxx y zzzzz, de 14 y 8 años en su orden, dado que los respectivos papás no conviven con aquéllos, así como comprobado está que los dos menores estaban bajo el cuidado de la procesada inclusive hasta el día en que fue privada de libertad.

Con ese marco, se ofrecen satisfechas las condiciones legales para acceder al comentado beneficio. Sin embargo, una consideración adicional resulta pertinente a juicio de la Sala, si en cuenta se tiene que -conforme lo reseñado- en la nueva legislación, aplicable por favorabilidad, la sustitución de la pena de prisión por domiciliaria -a voces del artículo 461- procede en la fase de ejecución de la sanción y por cuenta del juez de ejecución de penas, lo cual implica que se parte del presupuesto de la ejecutoria de la sentencia, condición ésta que respecto de la de MEDINA PADILLA sólo la adquiere con la firma de los Magistrados de la Sala.

No empece lo anterior, cree la Corporación que por encima de la comentada fase y aún de la competencia del juez de penas para proceder a la sustitución, la libertad personal ha de tener un trato prevalente, motivo por el cual su limitación o restricción ha de concretarse a lo necesario, proporcional y razonable, generándose sobre esa base, en cuanto al principio de afirmación de la libertad (art. 295 L906/04), una interpretación restrictiva de las normas que regulan los institutos que atañen a tal garantía.

Cuando se propone -como en efecto se está haciendo- que en la sentencia definitiva se puede (con la restricción funcional a que se hará mención más adelante) aplicar por el fallador la sustitución de la prisión en los casos señalados en el artículo 461 ya mencionado (aunque descartada la causal primera del artículo 314, según reiterada jurisprudencia), no se está haciendo cosa distinta a destacar, por encima de las formas, la prevalencia del derecho a la libertad, así sea -como en este evento- para garantizar que su limitación sea la menor posible y que a su vez el beneficiario del instituto jurídico, como es el menor de edad, pueda recibir el benéfico influjo directo e inmediato de la aplicación del subrogado.

Ahora bien, ese avance en el reconocimiento de la sustitución de la prisión por su homóloga la domiciliaria debe quedar restringido a los fallos que de manera definitiva profiera la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, mas no a los emitidos por la primera o la segunda instancia, dado que cuando estos jueces o tribunales emitan sentencia condenatoria y en ese momento constaten cumplida la totalidad de requisitos de las causales regladas por el artículo 314, lo procedente será la aplicación directa de la causal de sustitución de la medida de aseguramiento, proceder ante el que nunca estará la Corte, si en cuenta se tiene que al emitir esta Corporación una sentencia condenatoria lo será con el carácter de definitiva, bien que sea en única, en segunda instancia o en casación.

Ahora, un argumento adicional al de carácter constitucional invocado, apunta a la inmediatez en la efectiva protección de la restricción de la libertad, porque una vez emitida la sentencia por la Corte han de surtirse las notificaciones de rigor, las desanotaciones correspondientes y la remisión a los respectivos despachos judiciales, comenzando por el tribunal de origen, para que éste a su vez remita la actuación al juzgado de conocimiento y éste -a su turno- proceda respecto del de ejecución de penas, trámites de remisiones cuya demora irá en detrimento de la libertad del condenado, efecto negativo que se aborta con el procedimiento aquí propuesto y hoy adoptado”.
 (Negrillas ausentes en el original)
Bajo ese entendido, es palmario que en el fallo confutado se analizó el asunto desde las únicas perspectivas en las que era posible abordar el asunto, es decir, frente a los lineamientos del artículo 38 del Código Penal, con los resultados ya anotados por razón de no cumplirse con el factor objetivo de la norma, al tener el delito de concierto para delinquir con fines de narcotráfico una pena mínima que excede los 5 años, y lo dispuesto en la Ley 750 de 2002, aunque valga la pena mencionar que el señor juez de la causa entró en contradicción al analizar el aspecto subjetivo de cara a este precepto, cuando resulta obvio que el señor ARANGO ISAZA no puede de ninguna manera ser considerado padre cabeza de familia, precisamente porque cuenta con la ayuda de su esposa, quien está al cuidado de su prole.

Ahora bien, los argumentos en los cuales hace reposar el recurso, tampoco pueden ser de recibo en esta sede en tanto parten de un error conceptual consistente en seguir considerando que para esta etapa cuando ya se ha derrotado la presunción de inocencia por medio de un fallo condenatorio, todavía puede examinarse el asunto de la sustitución de la privación de la libertad de conformidad con lo dispuesto en el numeral 1º del artículo 314 de la Ley 906 de 2004. Tal postura es desfasada, toda vez que para esta etapa ya no pueden confundirse los fines da la medida de aseguramiento con las funciones de la pena, por cuanto aquéllos ya no pueden ser examinados para determinar la pertinencia o impertinencia de la concesión de la sustitución de la pena, como quiera que el análisis solamente es posible hacerlo en relación con la concesión del subrogado de la suspensión condicional de su ejecución o de la prisión domiciliaria, y lo que allí se impone es el análisis de las causales objetivamente consagradas en los otros numerales del citado artículo 314. 
Precisamente este tema ya había sido dilucidado desde antaño con suficiente claridad por nuestro órgano de cierre, cuando expuso:

“De lo anterior emanan otras dos conclusiones:

a) Para otorgar o no la sustitución del artículo 461 del Código de Procedimiento Penal, no se tienen en cuenta las finalidades de la medida de aseguramiento, por evidente sustracción de materia, pues tal tema ya ha sido más que superado. Por esta razón, el juez de ejecución, cuando percibe la remisión que el artículo 461 hace al artículo 314, no debe atender el numeral 1º de este pues, se repite, su contenido sólo opera dentro del proceso –excluida la sentencia- y porque ya ha sido objeto de tratamiento, positiva o negativamente.

b) Tampoco se tienen en cuenta las finalidades de la pena, que ya han sido estimadas en el momento del fallo, sobre todo para efectos de su individualización”.

Así las cosas, es imperativo concluir que no es posible acceder al estudio del mecanismo sustitutivo de la prisión, en la forma en que lo pretende el impugnante.   
4.2.2.- Dosificación punitiva

Si no fueron de recibo los planteamientos del sentenciado esbozados en el acápite precedente, menos lo pueden ser los que conciernen con la censura que se hace sobre la manera en que se dosificó la pena. 
Frente a la realidad objetiva de estarse investigando a los integrantes de una organización criminal comprometida en el envío de varios embarques de heroína a diferentes países, que por demás fue objeto de aceptación por el hoy sentenciado, sin que tampoco puedan ser acogidas sus excusas en cuanto a no estar enterado de los verdaderos propósitos de sus copartícipes y de estar participando en semejante empresa criminal, no quedaba alternativa diferente a imponer la condigna sanción que ese comportamiento realmente grave merece, no otro que la máxima pena contemplada en el cuarto mínimo. 
Por manera que, acorde con esa realidad, el señor juez de conocimiento consignó en debida forma cuáles eran las razones por las cuales se ubicaba en ese extremo máximo del cuarto inferior, no otras que el destino supranacional que se dio a los diferentes cargamentos ilícitamente exportados, la magnitud de la operación y el gran número de personas concertadas para contravenir la ley.
Esas motivaciones las avala el Tribunal y hay lugar a concluir que se impone la convalidación del fallo condenatorio en los términos en que fue concebido.
 5.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, Administrando Justicia en nombre de la República y por Autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, objeto de apelación. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

        LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ 
� Visible a partir del fl. 70 C.O. No. 12


� C.S.J., Sentencia del 23 de agosto de 2007, radicado 27.337, M.P. Sigifredo Espinosa Pérez.


� Cfr. Sentencia de única instancia del 26-06-2008, Rad. 22453.


� Cfr. Sentencia de casación del 19-10-2006, Rad. 25724, M.P. Dr. Álvaro Orlando Pérez Pinzón.
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